Guía para la aplicación de la modificación unilateral del contrato de bienes y servicios, así como para obra pública

El objetivo de la presente guía, es brindarle a la persona usuaria una explicación amplia sobre la correcta aplicación de la figura de la modificación unilateral del contrato, con el propósito de que el Proceso de Adquisiciones y las Administraciones Regionales, según corresponda, puedan validar la información remitida y determinar la procedencia de emplear dicha figura, considerando que con ello se logre una mejor satisfacción del interés público, sin superar bajo ningún concepto el veinte por ciento (20%) del monto y el plazo del contrato original, en aplicación de lo establecido en el artículo 101 de la Ley General de Contratación Pública (LGCP), así como en los artículos 184, 185 y 276 del Reglamento (RLGCP).

Las gestiones deben remitirse a esta Proveeduría o a la Administración Regional mediante un oficio que considere y desarrolle cada uno de los aspectos que se detallarán más adelante, según el tipo de modificación por aplicar. En los casos de servicios continuados, contratos según demanda o de alguna otra naturaleza, en la medida de que la modificación involucre la ampliación del plazo del contrato, se deberá remitir con al menos 3 meses de anticipación a la fecha de vencimiento de este, lo anterior con el objetivo de poder realizar adecuadamente todos los trámites correspondientes ante las diferentes instancias intervinientes

Cuando se trate de modificaciones para bienes y contratos de obra pública, se deberá valorar cada caso particular, pues dependerá de que el plazo de ejecución así lo permita considerando, además, el plazo que requiere la Proveeduría o la Administración Regional para tramitarlo, esto debido a que la Administración únicamente podrá modificar los contratos que se encuentren vigentes, es decir que se podrán modificar solamente durante la etapa de su ejecución contractual.

Esta Proveeduría no se hará responsable por trámites que se reciban fuera de los plazos y que provoquen que la continuidad del servicio se vea interrumpida porque no se dispone de la ampliación contractual antes de la fecha de vencimiento del contrato, o que la oficina quede desabastecida de algún bien. En el caso de que la gestión sea recibida a destiempo, se le estará informando a la oficina para que proceda a tomar las medidas correspondientes para atender el servicio o desabastecimiento durante el plazo que se quede desprovisto.

Se aclara que, desaparece la posibilidad de realizar un contrato adicional sobre uno ya ejecutado si la Administración requiere suministros o servicios adicionales, lo que, en la normativa anterior, se regulaba en el numeral 209 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa.



Términos y definiciones

En este apartado se describen algunos términos importantes para la comprensión de este documento. 

Administrador o fiscalizador del contrato: La Administración ostenta el derecho de vigilar la buena marcha del contrato, por lo que, a efecto de verificar la correcta ejecución de este, la persona designada con este rol deberá observar los actos y dar seguimiento a toda la etapa de la ejecución contractual y ante un incumplimiento deberá informarlo a la instancia correspondiente a fin de que se tomen las acciones necesarias.  

Criterio técnico: Es un documento escrito, el cual es realizado por personal técnico, profesional o especializado en determinada materia, que posee conocimientos técnicos del producto, bien o servicio que se encuentra bajo proceso de contratación, y a la que generalmente se someten consultas y se solicitan opiniones, a fin de orientar el criterio de la Administración.

Interés público: Concepto abierto a lo que cada momento y de acuerdo con las circunstancias, es considerado como beneficioso para la sociedad, como lo que responde al interés común para generar el mayor bienestar posible para el mayor número de individuos de la sociedad, de acuerdo con los fines del Estado.

Informe técnico: Es un documento escrito, el cual recoge un análisis sobre un tema específico. El objetivo es mejorar o resolver una determinada situación. El informe técnico trata de recoger dicha situación, comunicar y recopilar una información, verificando el cumplimiento de requisitos formales que se hayan dispuesto.

Jefatura de la oficina solicitante: Jerarca del departamento o dirección de acuerdo con el organigrama de la oficina correspondiente. Es decir, la persona responsable que ejerce el mando o dirección en dicha oficina.

Modificación unilateral del contrato: En Contratación Pública, una de las partes, la Administración, posee el derecho de modificar unilateralmente el contrato que se encuentre vigente, cuando sea necesario para efectos de evitar una afectación del servicio público que se deba satisfacer con él y siempre que con ello se logre satisfacer el interés público.

Caso fortuito: El caso fortuito se define como un evento que aun utilizando la Administración una conducta diligente en sus actuaciones se torna totalmente imprevisible.
Fuerza mayor: Es un evento de naturaleza imprevisible o previsible pero inevitable, contrario a la voluntad de la persona y que impide hacer lo que se quería o debía hacer.

LGCP: Ley General Contratación Pública.

RLGCP: Reglamento a la Ley General Contratación Pública.

Modificación unilateral del contrato

De conformidad con lo regulado en el artículo 101 de la LGCP, la Administración podrá modificar sus contratos vigentes siempre que con ello se logre una mejor satisfacción del interés público, sin superar bajo ningún concepto el veinte por ciento (20%) del monto y el plazo del contrato original.

Solamente cuando concurran circunstancias excepcionales, técnicamente acreditadas en el expediente, que no se hayan podido prever al momento de iniciar el procedimiento, el contrato podrá modificarse hasta un máximo del cincuenta por ciento (50%), en cuanto monto y plazo del contrato original, lo anterior, previa autorización del jerarca o por quien él delegue, por lo que, en este caso, corresponde a la Jefatura de la oficina solicitante.

Cabe indicar que, en el caso de contratos de obra pública, esta autorización no podrá ser delegada, por lo que siempre deberá ser conocida por el Consejo Superior.

Asimismo, en cuanto a lo señalado en este apartado, se debe considerar lo establecido en el artículo N°125 “Causales de sanción a funcionarios públicos y prescripción” de la LGCP, en el inciso v) que indica expresamente lo siguiente: “Calificar de excepcionales circunstancias que técnicamente no lo sean, con la finalidad de modificar el contrato hasta un máximo de un cincuenta por ciento (50%), por parte del o los funcionarios técnicos a cargo”.

Se aclara que la ”modificación unilateral del contrato” solo se puede aplicar si el contrato se encuentra en ejecución, por lo que una vez vencido no es posible su aplicación.


1. Modificación unilateral del contrato de bienes y servicios

El numeral 276 del RLGCP establece que la Administración podrá modificar unilateralmente sus contratos de bienes y servicios para adaptar la prestación objeto del contrato, bajo las siguientes condiciones:

a) Siempre que con ello se logre conseguir una mejor satisfacción del interés público.

b) Esta modificación se puede realizar aumentando o disminuyendo sin superar el veinte por ciento (20%) del monto y el plazo del contrato original. Dicho porcentaje no podrá ser superado en condiciones normales bajo ningún concepto.

1.1 Requisitos para que la modificación sea procedente, los cuales además deberán desarrollarse y justificarse uno por uno en la gestión de ampliación que se realice ante el Depto de Proveeduría o la Administración Regional:

a) La modificación deberá responder a adaptaciones del objeto contractual que unilateralmente disponga la Administración, con la finalidad de satisfacer de una mejor forma el interés público, por lo que deberá la oficina usuaria así demostrarlo en las diligencias que traslade para trámite.

b) La modificación no podrá cambiar sustancialmente el objeto ni la naturaleza del contrato.

c) No podrán incluirse como modificaciones aquellos aspectos que técnicamente debieron ser considerados en la fase de la decisión inicial o con anterioridad a ella, por lo que este aspecto deberá acreditarse en las gestiones que se remitan al Departamento de Proveeduría o Administración Regional y no serán de aceptación situaciones que pudieron ser previstas desde un inicio.

d) El contrato deberá estar en curso de ejecución, con el plazo contractual vigente. Es decir, la modificación solo se puede aplicar si el contrato se encuentra en ejecución y dentro del plazo, por lo que una vez vencido no es posible su aplicación y en caso de recibir diligencias, estas serán rechazadas.

e) Deberá emitirse un criterio técnico, suscrito por el administrador del contrato, en el que se establezca la necesidad de la modificación en relación con el logro de una mejor satisfacción del interés público. 

En virtud de lo anterior, será necesario que la oficina usuaria adjunte un informe con el criterio técnico realizado por la persona competente en la materia y firmado por aquella persona funcionaria que fue designada como administradora del contrato en la decisión inicial, en el que se demuestre la necesidad del requerimiento en relación con el logro de una mejor satisfacción del interés público, y que la modificación solicitada responde a adaptaciones del objeto contractual y que no se está cambiando sustancialmente el objeto ni la naturaleza del contrato.

f) El plazo del contrato podrá modificarse hasta en un veinte por ciento (20%) del establecido en el contrato original, si ello es necesario para cumplir con modificaciones ordenadas conforme al inciso anterior y así se refleje en la ruta crítica de la ejecución del contrato. 

En dicho cómputo no se cuentan las ampliaciones al plazo de ejecución conferidas conforme al artículo 105 de la LGCP referidas a demoras ocasionadas por la propia Administración o por causas ajenas al contratista y originadas por caso fortuito o fuerza mayor, debidamente acreditadas. Es decir, el plazo en el que se podrá solicitar la modificación se refiere al plazo inicial establecido en la adjudicación del contrato.

g) Cuando el objeto esté compuesto por líneas independientes, el porcentaje de modificación ordinario de un veinte por ciento (20%) se calculará sobre cada una de ellas y no sobre el monto general del contrato, sin que ello supere el (20%) del contrato.

Dado lo anterior, en las diligencias que se remitan al Departamento de Proveeduría, será necesario que se realice un detalle por línea que se pretenda modificar, así como el cálculo independiente para cada una de ellas, aportando la operación matemática realizada.

h) Deberá contarse con un informe técnico suscrito por el profesional o profesionales a cargo de la fiscalización del servicio.

Este informe debe contener el criterio técnico solicitado en el punto e) de este apartado, el cual debe ser firmado por aquella persona funcionaria que fue designada como administradora del contrato en la decisión inicial, en el que se ratifique que la modificación solicitada efectivamente responde a adaptaciones del objeto contractual, que no se está cambiando sustancialmente el objeto ni la naturaleza del contrato, así como que la necesidad de la modificación no pudo ser prevista antes de la decisión inicial (imprevisibilidad), demostrando además, la satisfacción del interés público que se pretende alcanzar, aportando toda la evidencia necesaria que así lo acredite.

i) El monto reconocido por el aumento del contrato deberá ser evaluado técnicamente con base en precios de mercado por trabajos similares, los precios contenidos en la oferta del contratista u otro elemento relevante, el presupuesto detallado presentado por el contratista, la estructura de precio inicialmente propuesta en caso de que se disponga de esta, así como los precios contenidos en la oferta del contratista u otro elemento relevante, según corresponda, todo lo cual deberá constar en un acto motivado que demuestre que el precio recomendado es razonable acorde al mercado considerando para esto los elementos que se utilizaron para realizar este análisis, los cuales además deberán detallarse y explicarse con amplitud, todo lo cual deberá constar en un acto motivado con el fin de que éste pueda suplir los datos necesarios con el objetivo de que el Proceso de Adquisiciones y las Administraciones Regionales puedan iniciar el trámite requerido y se logre su oportuna ejecución, de una forma eficiente y eficaz para el logro de los objetivos institucionales.

j) La modificación excepcional de hasta un máximo del cincuenta por ciento (50%), en cuanto monto y plazo del contrato original, prevista en el artículo 101 de la LGCP, constituye el tope máximo de modificación, de manera que en ese porcentaje se incluye el veinte por ciento (20%) de modificación unilateral ordinaria. La modificación excepcional deberá originarse únicamente en circunstancias de fuerza mayor o caso fortuito debidamente acreditadas.

Lo anterior, debe entenderse como una excepción únicamente y no la regla, para la aplicación del tope del 50%, la oficina deberá justificar ampliamente las circunstancias de fuerza mayor o caso fortuito y aportar toda la evidencia necesaria que así lo acredite. 


2. Modificación unilateral ordinaria del contrato de obra pública

El artículo 184 del RLGCP, regula que la Administración podrá modificar unilateralmente sus contratos de obra pública para adaptar la prestación objeto del contrato, bajo las siguientes condiciones:

a) Siempre que con ello se logre conseguir una mejor satisfacción del interés público.

b) Esta modificación se puede realizar aumentando o disminuyendo sin superar el veinte por ciento (20%) del monto y el plazo del contrato original. Dicho porcentaje no podrá ser superado en condiciones normales bajo ningún concepto.

2.1 Requisitos para que la modificación sea procedente, los cuales además deberán desarrollarse y justificarse uno por uno en la gestión de ampliación que se realice ante el Depto de Proveeduría o la Administración Regional:

a) La modificación no podrá cambiar sustancialmente el objeto ni la naturaleza del contrato, entendiendo el término sustancialmente como esencial e indispensable.

Para mejor comprensión se definen ambos conceptos:

Esencial: Se trata de la parte más importante de una cosa, la que la hace ser lo que es. Si a una cosa se le quitara su parte esencial, dejaría de ser lo que es y se convertiría en otra, o bien, dejaría de servir para lo que sirve.

Indispensable: Es aquello que resulta necesario, imprescindible o fundamental para algo o para alguien.

b) El contrato deberá estar en curso de ejecución, con el plazo contractual vigente. Es decir, la modificación solo se puede aplicar si el contrato se encuentra en ejecución y dentro del plazo, por lo que una vez vencido no es posible su aplicación y en caso de recibir diligencias, estas serán rechazadas.

c) Deberá emitirse un criterio técnico, suscrito por el fiscalizador de la obra y aprobado por el administrador del contrato, en el que se establezca la necesidad de la modificación.

Dado lo anterior, será necesario que la oficina usuaria adjunte un informe con el criterio técnico realizado por la persona competente en la materia y firmado por aquella persona funcionaria que fue designada como administradora y fiscalizadora del contrato en la decisión inicial, en el que se demuestre y justifique con amplitud la necesidad del requerimiento en relación con el logro de una mejor satisfacción del interés público, aportando toda la evidencia necesaria que así lo acredite.

d) La modificación no podrá estar referida a cuestiones sustanciales que pudieron ser previstas en la fase de Pre-inversión, la etapa de diseño, y demás previsiones contempladas en el artículo 37 de la LGCP, según corresponda, sino a adaptaciones de la obra para que ésta sea de mayor provecho para el servicio público.

En virtud de que a la Institución no le son aplicables las directrices de MIDEPLAN para los proyectos de obra pública, conforme lo comunicado mediante circular N° 29-2023 “Aclaración sobre vinculación de los proyectos de obra pública a las directrices de MIDEPLAN”, la modificación no podrá estar referida a cuestiones sustanciales que pudieron ser previstas desde un inicio o con la decisión inicial, por lo que no serán de aceptación situaciones que pudieron ser previstas en esa etapa y deberá demostrarse fehacientemente que la situación se originó posterior a dicha etapa(imprevisibilidad).

Por lo anterior, en las diligencias que se remitan al Departamento de Proveeduría o Administración Regional, deberá demostrarse que la modificación solicitada responde exclusivamente a adaptaciones de la obra que buscan el mejor aprovechamiento del servicio público. 

e) El plazo del contrato podrá modificarse hasta en un veinte por ciento (20%) del establecido en el contrato original, cuando se impacte la ruta crítica del programa de trabajo aprobado en el proyecto. 

Para tales efectos, en dicho porcentaje no se incluirán las ampliaciones al plazo otorgadas conforme al artículo 105 de la LGCP referidas a demoras ocasionadas por la propia Administración o por causas ajenas al contratista y originadas por caso fortuito o fuerza mayor, debidamente acreditadas. Es decir, el plazo en el que se podrá solicitar la modificación se refiere al plazo inicial establecido en la adjudicación del contrato.

f) El monto reconocido por el aumento del contrato deberá ser evaluado técnicamente con base en precios de mercado por trabajos similares, el presupuesto detallado presentado por el contratista, la estructura de precio inicialmente propuesta así como los precios contenidos en la oferta del contratista u otro elemento relevante, según corresponda, todo lo cual deberá constar en un acto motivado que demuestre que el precio recomendado es razonable acorde al mercado considerando para esto  los elementos que se utilizaron para realizar este análisis los cuales además deberán detallarse y explicarse con amplitud, lo anterior con el propósito de que, el Proceso de Adquisiciones y las Administraciones Regionales puedan iniciar el trámite requerido y se logre su oportuna ejecución, de una forma eficiente y eficaz para el logro de los objetivos institucionales.

g) No podrán ser incrementados aspectos que cambien sustancialmente el objeto ni la naturaleza del contrato, los cuales deberán ser susceptibles de una contratación independiente.


3. Requisitos para aplicar la modificación excepcional de contratos de obra pública, los cuales además deberán desarrollarse y justificarse uno por uno en la gestión de ampliación que se realice ante el Depto de Proveeduría o la Administración Regional:

Los contratos de obra pública podrán ser modificados excepcionalmente, hasta en un cincuenta por ciento (50%) en cuanto monto y plazo del contrato original, sujeto a las siguientes condiciones:

a) La modificación excepcional de hasta un máximo del cincuenta por ciento (50%), en cuanto monto y plazo del contrato original constituye el tope máximo de modificación contractual prevista en el artículo 101 de la LGCP, de modo que dicho porcentaje incluye el veinte por ciento (20%) de modificación unilateral ordinario.

b) La modificación no podrá cambiar sustancialmente el objeto ni la naturaleza del contrato, conforme los extremos definidos en el punto a del apartado 2 de esta circular.

c) El contrato deberá estar en curso de ejecución, con el plazo contractual vigente. Es decir, la modificación solo se puede aplicar si el contrato se encuentra en ejecución y dentro del plazo, por lo que una vez vencido no es posible su aplicación y en caso de recibir diligencias, estas serán rechazadas.

d) La excepcionalidad deberá estar calificada mediante un criterio técnico suscrito por el fiscalizador de la obra y aprobado por el administrador del contrato.

Dado lo anterior, será necesario que la oficina usuaria adjunte un informe con el criterio técnico realizado por la persona competente en la materia y firmado y aprobado por aquella persona funcionaria que fue designada como administradora y fiscalizadora del contrato en la decisión inicial, en el que se demuestre y justifique ampliamente la necesidad del requerimiento y de la aplicación de esta excepción.

e) La excepcionalidad de la modificación no podrá estar referida a cuestiones que pudieron ser previstas en la fase de Pre-inversión, la etapa de diseño y demás previsiones contempladas en el artículo 37 de la LGCP, según corresponda. En tal caso, la excepcionalidad responderá a causas originadas por caso fortuito o fuerza mayor, únicamente, debidamente documentadas y valoradas técnicamente, y acaecidas durante la ejecución del contrato.

En virtud de que a la Institución no le son aplicables las directrices de MIDEPLAN para los proyectos de obra pública conforme lo comunicado mediante circular N° 29-2023 “Aclaración sobre vinculación de los proyectos de obra pública a las directrices de MIDEPLAN”, la modificación no podrá estar referida a cuestiones que pudieron ser previstas desde un inicio o con la decisión inicial, por lo que no serán de aceptación situaciones que pudieron ser previstas en esa etapa, y deberá demostrarse fehacientemente que la situación se originó durante la ejecución del contrato.

Por lo anterior, en las diligencias que se remitan al Departamento de Proveeduria o Administración Regional, se deberá aportar un informe que debe contener el criterio técnico solicitado en el punto b) de este apartado, el cual debe ser firmado por aquella persona funcionaria que fue designada como administradora del contrato en la decisión inicial, en el que se justifique y demuestre que la modificación solicitada efectivamente responde a una excepcionalidad por causas originadas por caso fortuito o fuerza mayor, así como que la necesidad de la modificación no pudo ser prevista antes de la decisión inicial, demostrando además, la satisfacción del interés público que se pretende alcanzar.

f) En la medida que se cumplan con las condiciones detalladas en los puntos anteriores, el plazo del contrato podrá modificarse hasta en un cincuenta por ciento (50%) del establecido en el contrato original, cuando se impacte la ruta crítica del programa de trabajo aprobado en el proyecto. 

Para tales efectos, en dicho porcentaje no se incluirán las ampliaciones al plazo otorgadas conforme al artículo 105 de la LGCP referidas a demoras ocasionadas por la propia Administración o por causas ajenas al contratista y originadas por caso fortuito o fuerza mayor, debidamente acreditadas. Es decir, el plazo en el que se podrá solicitar la modificación se refiere al plazo inicial establecido en la adjudicación del contrato.

g) En lo pertinente, serán aplicadas las disposiciones del artículo 184 del RLGCP, en cuanto a que el monto reconocido por el aumento del contrato deberá ser evaluado técnicamente con base en precios de mercado por trabajos similares, este último conforme lo definido en el punto f, del apartado 2 de esta circular. 

h) La modificación excepcional en el caso del contrato de obra pública deberá ser autorizada, previamente, por el máximo jerarca. Dicha autorización no podrá ser delegada conforme con lo dispuesto en el artículo 101 de la LGCP, por lo que siempre corresponderá ser conocida por el Consejo Superior, para lo cual el Depto de Proveeduría o la Administración Regional según corresponda una vez aprobada la gestión del trámite preparará lo necesario para remitirla a aprobación de esta instancia en forma oportuna.

4. Otras consideraciones:

· La modificación deberá contar con una autorización previa, suscrita por la Jefatura de la oficina solicitante, solamente en los casos donde se pretenda aplicar una modificación excepcional para contratos de obra pública, esta autorización le corresponderá al Consejo Superior como máximo jerarca de la Institución, independientemente del tipo de procedimiento del que se trate, sin posibilidad de poder ser delegado. 

· Las modificaciones unilaterales del contrato procederán además cuando la suma de la contratación original y el incremento adicional, no excedan los umbrales previstos para el procedimiento de contratación que se trate, ni excedan el 20% o 50% de la contratación original, según corresponda.

· El Depto de Proveeduría o la Administración Regional según corresponda deberán revisar el monto de las garantías de cumplimiento rendidas inicialmente a efecto de disponer cualquier ajuste que resulte pertinente.

· La oficina usuaria que gestione una modificación contractual debe considerar para su adecuado trámite lo siguiente:

· Si la modificación corresponde aplicarla sobre un contrato de servicio continuado, según demanda, u otro tipo de contrato, el trámite debe remitirse vía oficio, desarrollando todos los apartados que correspondan a la cuenta oficial del Depto de Proveeduría o Administración Regional acompañada de la certificación de contenido presupuestaria respectiva.
· Si la modificación no se enmarca en lo definido en el punto anterior, entonces esta debe gestionarse vía requisición en SIGAPJ, con el detalle de las líneas o partidas a las que se les pretende aplicar la ampliación, respetando para esto el código de catálogo utilizado en la contratación original según sea el caso; además se debe adjuntar el oficio respectivo con el desarrollo de todos los apartados correspondientes.

· Es importante indicar, que en caso de que la modificación corresponda a una disminución, el contratista tendrá derecho a que se le reconozcan los gastos en que haya incurrido para atender la ejecución total del contrato, y que para tal efecto podrá plantear un reclamo por la parte no ejecutada, por la vía de la rescisión unilateral del contrato, por lo que deberá la oficina usuaria valorar las implicaciones y la afectación que pueda tener la Institución, de previo a solicitar cualquier modificación por disminución. 

· Por último, para cualquier trámite que se remita, se debe considerar que su desajuste a lo descrito en el presente documento se determinará como no válido para lograr respaldar la modificación de que se trate y por tanto será devuelto para que sea corregido, por lo que en estos casos ni el Departamento de Proveeduría ni la Administración Regional asumirán la responsabilidad de los posibles atrasos que se puedan presentar tanto en la ejecución contractual como en la ejecución presupuestaria respectiva.
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